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I. Introducción

El concepto de diseño institucional refiere a aquellos acuerdos sociales que coor-
dinan la conducta de los individuos dentro de la sociedad. Entre estos acuerdos 
se encuentran procedimientos establecidos constitucional o legalmente, aspec-
tos que están sujetos a normas y convenciones conscientes, o normas que están 
fijadas únicamente por presiones y perspectivas tácitas o registradas ocasional-
mente (Pettit, 2003).

En cualquier sociedad, las relaciones de empleo —e incluso aquellos pues-
tos de trabajo que no están contenidos en una relación específica— se encuen-
tran enmarcadas en acuerdos de esta naturaleza y, en cuanto tal, son estos dise-
ños institucionales los que determinan —en buena medida— las posibilidades 
de seguridad y estabilidad a lo largo de la vida laboral de las personas. Aspectos 
como la regulación laboral (de relaciones individuales o colectivas), los sistemas 
de protección contra el desempleo, las políticas activas del mercado laboral y 
también los comportamientos objeto de sanción informal son algunos de los 
componentes principales de la institucionalidad del trabajo.
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En términos generales, el objetivo del diseño institucional del mercado 
de trabajo debería ser tanto la prevención de un daño —como el desempleo, 
por ejemplo— como la promoción de un determinado bien —como la esta-
bilidad de ingresos— (Pettit, 2003). A su vez, en la práctica, ambos objetivos 
podrían asegurarse a través de dos mecanismos clásicos de la política pública 
contemporánea: la inserción laboral plena y la solidaridad sistémica de las 
sociedades. La primera admitiría posibilidades de inclusión y seguridad, en 
la medida en que asegura el pleno empleo estable y con suficiente protección 
para cubrir los riesgos en la vida laboral (desempleo, accidentes, enferme-
dades, vejez); la segunda, lo haría mediante esquemas de protección social 
basados en la reducción de las diferencias de los rendimientos productivos 
de los trabajadores, y protecciones que compensen vulnerabilidades deriva-
das de inserciones incompletas o imperfectas. Ambos mecanismos suponen 
acuerdos sociales para definirse, recursos económicos para ejecutarse y prin-
cipios de operación para implementarse.

Durante las últimas décadas, en América Latina en general y en México 
en particular, las instituciones del mercado de trabajo han sido sometidas a 
profundas transformaciones relacionadas con la desregulación y la flexibili-
dad laboral. Las reglas institucionales (que históricamente habían intentado 
garantizar la productividad y el buen desempeño de los mercados laborales) 
fueron consideradas un factor de interferencia en la regulación económica 
y se terminaron inclinando hacia la búsqueda de mayores equilibrios ma-
croeconómicos, mediante un ajuste creciente entre cantidades y precios, y 
a través de una mayor flexibilidad institucional. Ello, a su vez, permitió la 
introducción de grandes cambios en la política económica: se redujeron las 
restricciones al comercio internacional (políticas de libre comercio, apertura 
a la inversión extranjera directa, reducción de barreras a las importaciones); 
se liberaron los sistemas financieros (tasas de interés determinadas por el 
mercado y tipos de cambio competitivos); se simplificaron los sistemas tri-
butarios; se privatizaron numerosas empresas; y se introdujeron reformas 
laborales con el fin de flexibilizar los mercados de trabajo. Este conjunto de 
medidas —que se suele estrechar bajo el nombre de reformas estructura-
les— tenía como objetivo, principalmente, el aumento de la productividad, 
el crecimiento económico, la inversión y, por ende, mejores oportunidades 
de trabajo y salarios (BID, 2004; Saprin, 2002; Narayan y Petesh, 2002).

A pesar de estas transformaciones estructurales y aun en tiempos de ni-
veles históricos de flexibilidad en el mercado de trabajo mexicano, las regu-
laciones laborales siguen siendo fundamentales, no sólo para la protección 
social de los trabajadores, sino también para la eficiencia productiva de los 
mercados internos y para la generación y reproducción del empleo (Jorgen-
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sen, 2009; Weller, 2007; Goldín, 2008), en la medida en que un trabajo es 
seguro, protegido y decente (enmarcado en la institucionalidad del mercado) 
no sólo tiene un significado tutelar, sino también productivo y económico.

Uno de los principales rasgos del mercado laboral mexicano en materia 
de regulación institucional es su lenta y opacada reacción ante las distor-
siones inmediatas del sistema productivo. Mientras en los últimos años la 
economía mexicana se ha insertado “de lleno” en un nuevo modelo de acu-
mulación caracterizado por la globalización y la internacionalización de la 
producción, la institucionalidad del mercado de trabajo ha sido profunda-
mente incapaz para regular uno de los principales mecanismos que generan 
desprotección en los trabajadores: la asimetría (y la desigualdad) entre las 
partes involucradas. En ese sentido, la principal hipótesis de este capítulo 
es que el mercado de trabajo mexicano reviste una institucionalidad que se 
caracteriza por ser fragmentada y acotada. Además de la fragmentación en 
su estructura —que protege con exclusividad a unos pocos trabajadores del 
sector formal de la economía—, el sistema institucional que protege el tra-
bajo en México es profundamente acotado a una etapa muy concreta y re-
ducida del curso de vida de los trabajadores, que hace imposible garantizar 
un nivel mínimo de bienestar en etapas clave de la trayectoria laboral, como 
la capacitación y el retiro. Dicho en otros términos, más allá de la llamada 
“flexibilización” de facto que ha existido históricamente en las relaciones 
laborales mexicanas, lo que se observa es una gran rigidez, fragmentación 
y acotamiento del sistema institucional, que impide universalizar proteccio-
nes y extenderlas por periodos prolongados de la vida.

Para analizar esta hipótesis, el capítulo se divide en cinco grandes partes: 
en la primera se identifican los principales dispositivos institucionales de flexi-
bilidad interna que operan en el mercado de trabajo a partir, en especial, de 
la regulación de los regímenes de estabilidad laboral; en la segunda parte se 
tienen en cuenta las posibilidades de flexibilidad externa con especial énfasis 
en los sistemas de seguridad social, las nuevas modalidades institucionales a 
partir de la descentralización productiva y las alternativas de regulación para 
el trabajo no asalariado e independiente; en tercer lugar se consideran las po-
líticas activas del mercado de trabajo, especialmente aquellas relacionadas con 
emprendimientos productivos y pequeños establecimientos; en la cuarta sec-
ción se realiza un análisis de las organizaciones sindicales, las negociaciones 
colectivas y las oportunidades de conflicto social en nuestro país; en la quinta 
parte se introduce un análisis sobre el vínculo entre estos (des)cobijos institu-
cionales y su modulación sobre las percepciones de (in)seguridad laboral de los 
trabajadores; finalmente, el artículo concluye con una serie de consideraciones 
globales sobre la organización institucional del mercado laboral mexicano.
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II. Dispositivos institucionales de flexibilidad interna

Uno de los principales mecanismos para generar seguridad en los trabaja-
dores subordinados es la institución del contrato, su duración y, en general, 
el régimen de estabilidad en el empleo. A partir de la década de los años 
noventa, este dispositivo de protección comienza a flexibilizarse en América 
Latina, con énfasis en la ampliación de sus posibilidades: se agregan una serie 
de contratos de duración finita, se amplían periodos de prueba y se facilitan 
modalidades de subcontratación.

El principal argumento para la flexibilización del régimen de estabili-
dad en el empleo radicaba en que —desde la perspectiva de la demanda 
laboral— la posibilidad de contratar a un trabajador por un tiempo deter-
minado (finito) permitía a la empresa (o al empleador) sobrellevar la incer-
tidumbre derivada tanto de la discontinuidad de la demanda de bienes y 
productos como del desconocimiento de las aptitudes, condiciones o califi-
caciones de los trabajadores de reciente ingreso.

En contextos donde las restricciones legales a los despidos de trabajado-
res que tienen contratos indeterminados son muy altas y exigentes, un con-
trato por tiempo determinado pudiera realmente ser útil para compensar la 
incertidumbre tanto de la productividad del trabajador como de la produc-
ción de los bienes. En cambio, en contextos donde resulta normativamente 
fácil y barato despedir a un trabajador que tiene un contrato por tiempo 
indeterminado, la figura institucional del contrato por tiempo definido ca-
recería de alguna utilidad productiva (Marshall, 2000).

La legislación mexicana establece que, en principio, toda relación labo-
ral tiene la condición de ser por tiempo indefinido aunque —agrega— con 
excepción de aquellas que cuentan con contratos temporales o por obra de-
terminada. A diferencia de otros contextos donde el contrato escrito es prác-
ticamente la única garantía para la definitividad del empleo, en el caso de 
México, la falta de contrato escrito no privaría al trabajador de los derechos 
que se deriven de las normas de trabajo y de los servicios prestados. Es decir, 
en México la ley garantiza que todo trabajador —aunque carezca de contrato 
escrito— está sujeto a los derechos que emanan tanto de las normas de traba-
jo como de los servicios prestados por él. Como se sabe, además, esta estructu-
ra normativa contempla, diferenciadamente, protecciones para las relaciones 
individuales de trabajo y para las relaciones colectivas.

A pesar de esta generalidad, en la práctica cotidiana (o en el funciona-
miento del mercado), la institución más notoria en México es la del contrato 
por escrito (sea indefinido o no). Es sólo a partir de un contrato escrito que 
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alguien puede —más o menos— hacer valer sus derechos de protección y 
seguridad ante el despido. A partir del contrato escrito, la estabilidad del 
empleo se clasifica entonces como temporal o indefinida.

Si bien es cierto que recién desde la reforma laboral de 2012 se introdu-
ce en el país la figura del contrato a prueba, varios estudios han demostrado 
que —en la práctica— las modalidades por tiempo determinado o por obra 
determinada han permitido históricamente la aplicación de hecho de este 
tipo de mecanismos de flexibilidad interna (Bensusán, 2006; Pérez, 2002; 
Ruiz Durán, 2009). En la práctica también, el empleo por tiempo definido 
(o por obra determinada), en general, se caracteriza por no garantizar pres-
taciones sociales ni mucho menos estabilidad en el largo plazo.

Ruiz Durán (2009) encuentra y clasifica tres tipos fundamentales de 
flexibilidad contractual “de hecho” en México. La primera es el llamado 
derecho de piso: son modalidades que no establecen ningún tipo de relación 
laboral y, en cambio, a los trabajadores se les da la “oportunidad” de tra-
bajar a través del apercibimiento exclusivo de propinas, sin ningún goce de 
salario. Esta forma de contratación es típica entre los trabajadores de las 
estaciones de servicio o entre los meseros de buena parte del sector gastro-
nómico (Giglia, 2014). El segundo tipo es la modalidad de asociados, en la 
cual el trabajador no es un empleado del establecimiento, sino un “socio” 
del mismo (y, en cuanto tal, no se firman contratos indefinidos de trabajo). 
Esta modalidad ha sido implementada en varias cadenas multinacionales 
de servicios, especialmente en los supermercados. Finalmente, una de las 
formas más utilizadas como paralela a la contratación indefinida es la de ho-
norarios asimilables a salario que supone una contratación limitada donde par-
te del salario se remunera conforme a la regulación institucional y la parte 
más importante por fuera de dicha relación (es decir, como honorarios) y, 
por tanto, exenta de una determinada relación laboral. Esta modalidad es 
muy utilizada entre profesionales independientes o trabajadores freelance.

A pesar de un uso sumamente extendido de este tipo de flexibilidad 
contractual, lo cierto es que, en términos institucionales, la figura del con-
trato (o de la estabilidad del empleo) es más rígida en México que en la ma-
yoría de los países de la región. Es decir, el principal problema de la figura 
institucional del contrato de trabajo en nuestro país no es que sea flexible, 
sino que no se utiliza. Si se utilizara (aún sobre la modalidad de temporal u 
obra determinada), las posibilidades reales de despido podrían ser mucho 
más bajas. Ante un contrato por escrito, si bien la desvinculación laboral se 
pudiera generar, su justificación debería ser muy precisa, clara y definida. 
Dicho de otra manera, ante un contrato escrito es prácticamente imposible 
“encontrar” buenas razones para despedir a un trabajador. Además, a dife-
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rencia de lo que sucede en varios países de la región, no sólo el despido por 
causas injustificadas tiene costos altísimos, así como sentencias administra-
tivas y jurídicas mucho más severas; tampoco se puede despedir a un tra-
bajador por causas relacionadas con “el mercado” o con crisis económicas. 
De allí la rigidez relativa de esta figura institucional comparada con el resto 
de América Latina: el contrato de trabajo por escrito en México no es un 
mecanismo flexible de estabilidad en el empleo, sino que, precisamente por 
su rigidez (y, por supuesto, porque son escasas las sanciones ante el incum-
plimiento), no se utiliza en la práctica y, en cambio, se opta por modalidades 
alternativas de flexibilidad contractual “de hecho”.

Con restricciones y falencias, la figura del seguro de desempleo consti-
tuye un mecanismo social de amortiguación ante estos “nuevos” dispositi-
vos de flexibilidad interna. De hecho, se trata de una política pública que 
está siendo cada vez más reconocida en la región y funciona desde hace 
varios años en algunos países. En el caso mexicano, si bien durante los últi-
mos años han existido varias iniciativas de ley para su aplicación, lo cierto 
es que, en la actualidad, México sigue siendo el único país de la OCDE que 
aún no cuenta con esta prestación social (con excepciones locales, como la 
Ciudad de México).

Aunque, como se dijo, el seguro de desempleo no existe de manera gene-
ralizada, entre algunos sectores “extremadamente” formales hay esquemas 
de cuentas individuales (como parte de las prestaciones sociales) en los que 
el empleador deposita de manera periódica una suma establecida por ley y 
en caso de despido (o de renuncia), el trabajador puede hacer uso del monto 
acumulado (Velásquez, 2010). El problema de ese tipo de prestación radica 
en que no sólo abarca un número extremadamente bajo de trabajadores (hi-
performalizados), sino que, además, algunos estudios señalan que la función 
original de las cuentas individuales se ha visto debilitada, ya que estos fondos 
se utilizan cada vez más para fines ajenos a la protección del trabajador fren-
te al desempleo (Weller, 2007) y, en cambio, se accede a ellas para resolver 
contingencias inmediatas. Más que la forma de la protección, en este caso el 
principal problema es tanto de cobertura (ya que la mayoría de estas figuras 
están reducidas al empleo formal, privado y de tiempo indefinido) como de 
aplicación (en cuanto no se utilizaría para los fines originales para los que 
fueron creadas).

Otro de los principales mecanismos de flexibilidad interna es la remu-
neración variable o la reducción de costos laborales. Con excepción de la 
figura del salario mínimo, en México no se establece ningún tipo de res-
tricción para cualquier modalidad de variabilidad salarial que se fije por 
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convenio colectivo o por contrato individual. En términos jurídicos, la exis-
tencia legal de un salario mínimo al menos establece un piso a la estructura 
salarial, afecta al salario medio (especialmente a partir de la negociación 
colectiva) y en definitiva se convierte en un freno (aunque débil) a las estruc-
turas de desigualdad en la región (Marshall, 2006). Además, es una de las 
disposiciones normativas que mayor capacidad efectiva tiene para impactar 
en las economías informales en la medida en que opera como una señal di-
námica de fijación de salarios, especialmente cuando su valor es reconocido 
y respetado socialmente (BID, 2004).

En ese sentido, una de las prácticas más utilizadas en México con res-
pecto a la asignación de las remuneraciones ha sido la llamada “desvalori-
zación” del salario (Goldín, 2008), un mecanismo de flexibilidad económica 
que consiste en tratar parte o conceptos del salario como si no lo fueran 
(como la modalidad de honorarios asimilables). Esos nuevos “beneficios so-
ciales” (vales de alimentación o despensa, por ejemplo) no son tomados en 
cuenta al momento de realizar aportaciones o contribuciones al sistema de 
seguridad social ni como cómputos para otro tipo de cálculo que beneficie los 
ingresos del trabajador (aguinaldo, vacaciones, etcétera). Este tipo de evasión 
fiscal y económica no sólo afecta el capital individual del trabajador, sino 
también la financiación misma del sistema público (Grassi, 2003), ya que es-
tos beneficios no están gravados impositivamente.

En México, este mecanismo clásico de reducción de costos para asegu-
rar la productividad se viene realizando de manera histórica y permanente 
en el mercado de trabajo interno (Mora Salas y Oliveira, 2009). Un dato 
durísimo derivado de este tipo de flexibilidad es que los salarios reales entre 
1994 y 2007 han perdido un poder adquisitivo de veinticinco por ciento 
(Ruiz Durán, 2009). Ello queda confirmado también con lo observado me-
diante de los convenios colectivos de trabajo, donde el salario diario sigue 
siendo igual o menor a un salario mínimo (Pérez, 2002). Como se sabe, en 
este país el salario mínimo se encuentra fijado a niveles muy bajos como 
proporción del salario medio y, en cuanto tal, sus cambios raramente tienen 
consecuencias efectivas en el nivel de vida de la población trabajadora.

El tercer dispositivo importante de flexibilidad interna relacionado con 
la regulación del mercado es la jornada de trabajo. En el caso mexicano, la 
jornada laboral se define a través de la negociación colectiva o bien a partir 
del contrato individual. En la mayoría de los convenios colectivos de trabajo 
analizados durante la década de los años noventa se observan estipulaciones 
por encima de las cuarenta y cinco horas semanales (Pérez, 2002; Bensu-
sán, 2006), donde son las propias cláusulas de dichos convenios las que no 
respetan las regulaciones normativas de la ley general. Ello, más que repre-
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sentar una flexibilidad de hecho, da cuenta de las posibles contradicciones o 
faltas de correspondencia que pueden ejercer los convenios colectivos secto-
rizados con respecto a las leyes generales y, en cuanto tal, el gran grado de 
incumplimiento institucionalizado de las estructuras formales del mercado 
laboral.

Que las instituciones habilitan y constriñen comportamientos indivi-
duales es una verdad de perogrullo. Preguntarse en qué medida condicio-
nan, limitan, admiten o justifican dichos comportamientos, es, sin embargo, 
un cuestionamiento empírico que bien puede aplicarse al cuarto mecanis-
mo de flexibilidad interna contemplado en este análisis: el problema de la 
movilidad en los mercados de trabajo o la llamada flexibilidad funcional 
que tienen a la mano los establecimientos o las empresas.

Podría decirse que de todos los dispositivos de flexibilidad interna men-
cionados hasta el momento, el caso de la movilidad de los trabajadores es 
el que más controversias genera en cuanto a la (des)protección que puede 
significar. Para algunos autores la flexibilidad funcional es una fuente im-
portante de desprotección y de vulneración de derechos, puesto que aten-
ta contra la autonomía del trabajo y el control de las tareas por parte del 
trabajador. Para otros autores, en cambio, la flexibilidad funcional puede 
operar, en la práctica, como un incentivo a la calificación permanente y a 
la capacitación de por vida en cuanto exige tener un conocimiento más es-
pecializado pero, al mismo tiempo, más diversificado y absoluto sobre todo 
el proceso productivo.

En el caso de México, la evidencia empírica muestra que no se ha uti-
lizado demasiado este dispositivo de flexibilidad interna durante las últi-
mas décadas debido, en parte, a la poca variación existente en los cambios 
tecnológicos de la producción manufacturera (Ruiz Durán, 2009). En ese 
mismo sentido, también De la Garza (2002) muestra que, desde principios 
de los años noventa, se observa una profunda rigidez en los contratos co-
lectivos de trabajo con respecto a las posibilidades de flexibilidad funcional, 
impidiendo la movilidad de los trabajadores entre lugares, departamentos y 
puesto de trabajo. En este estudio, el autor da cuenta de cómo y hasta qué 
punto son las propias cláusulas contractuales las que ponen freno a la inten-
sidad del trabajo, limitaciones a funciones sindicalizadas, e incluso la obli-
gación de la empresa de informar al sindicato sobre cambios tecnológicos 
y en materia de organización del trabajo. También en los estudios de Pérez 
(2002) se observa cómo la flexibilidad funcional se ha reducido durante los 
últimos años en México (especialmente en las pequeñas y medianas empre-
sas, donde evidentemente las posibilidades de movilidad son menores). En 
estos casos (y a diferencia de las jornadas laborales, por ejemplo), el conve-
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nio colectivo de trabajo sí actúa como una importante fuente de limitación 
y regulación ante ciertos dispositivos de flexibilidad interna.

Para la flexibilidad funcional no sólo importa dónde se hace qué, sino 
también es importante contemplar quién y cómo lo hace. Desde el punto 
de vista jurídico o normativo, quién tiene que hacer qué, no es algo que la 
ley determine con facilidad, ya que no se especifica cuáles son las catego-
rías profesionales que se deben considerar en una contratación y —por lo 
tanto— tampoco se reconoce cuáles son las tareas y funciones específicas 
de cada una de ellas. Como hemos visto —y a diferencia de otros países de 
la región— en México, los contratos colectivos de trabajo no suelen hacer 
especificaciones sobre la organización del trabajo y la producción, en la me-
dida en que tienden a concentrarse en los ajustes de salarios, las prestaciones 
o la jornada laboral (Pérez, 2002). Lo que sucede en la mayoría de los casos
es que los convenios colectivos no contemplan todas las actividades de la em-
presa (sino sólo las que están relacionadas con las actividades específicas de
los trabajadores sindicalizados) y, además, solo describen dichas actividades
de manera muy general y, por ende, con escasa precisión acerca de las cate-
gorías profesionales y sus funciones específicas.

En términos generales, los diversos dispositivos de flexibilidad interna 
se utilizan de manera variable y fragmentada en el caso mexicano en fun-
ción del nuevo carácter que adquiere el proceso de organización de la pro-
ducción: las tareas ya no se definen por su desarrollo, sino por sus objetivos 
(división técnica del trabajo) y las estructuras jerárquicas simples se vuelven 
anacrónicas u obsoletas frente a la necesidad que exige el sistema producti-
vo de conexiones más descentradas entre trabajadores y productores.

III. Dispositivos institucionales de flexibilidad externa

Desde la perspectiva de la flexibilidad externa, el mecanismo más importante 
de protección laboral es el sistema de seguridad social. En México, el diseño 
institucional del mercado laboral está orientado al lugar de trabajo. En cuanto 
tal, más que considerar un piso básico de nivel de ingresos o incluir cláusulas 
especiales para los casos de desempleo, la seguridad en el trabajo queda esta-
blecida exclusivamente para aquellos trabajadores asalariados formalmente, 
ya sea en materia de salud, accidentes de trabajo o retiro (Ruiz Durán, 2009). 
Desde inicios de los años cuarenta, el sistema de seguridad social en este país 
fue encausado directamente hacia los trabajadores del sector privado a través 
de un financiamiento tripartito, clásico de estructuras corporativas.
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Dado el fracaso generalizado en la incorporación de grandes sectores de 
la población al régimen original durante gran parte del siglo XX, el sistema 
de seguridad social fue agregando, mediante mecanismos diferenciados de 
seguridad social, diversos grupos de trabajadores, todos ellos del sector “no 
privado” de la economía nacional. Estas nuevas y paulatinas incorporacio-
nes no fueron, sin embargo, suficientes para contrarrestar la profunda crisis 
de activos y costos (debido, en parte, a su diseño institucional, al ineficaz 
funcionamiento de los principios de repartos y a la presión demográfica de 
la sociedad mexicana) y se procedió, finalmente, a su reforma. Así, el sistema 
de reparto se transformó en uno de cuentas individuales que a su vez, en la 
actualidad, seguiría presentando graves problemas financieros y de déficit de 
operación (Ruiz Durán, 2009).

La primera consecuencia de estas reformas es que el crecimiento del 
déficit del sistema de seguridad social pasa a ser financiado con rentas ge-
nerales que subsidian a los pilares contributivos desfinanciados de sectores 
“privilegiados” del sector público o de los sectores formales privados. Una 
segunda consecuencia es que contribuye a que buena parte de los traba-
jadores no alcancen derechos jubilatorios al final de su vida activa por no 
haber realizado aportaciones en el tiempo adecuado y con la densidad su-
ficiente. Así, pagos de contribuyentes activos en la actualidad terminarían 
financiando a quienes sí recibirán jubilaciones en el futuro, aunque no ne-
cesariamente serían ellos mismos.

A esta importante reforma de la seguridad social se debe agregar una 
segunda relacionada con la incorporación del seguro popular como un sis-
tema de acceso parcial a los servicios de salud para aquellas personas no 
cubiertas por el sistema tradicional. Es decir, un elemento más de divergen-
cia, discrecionalidad y desintegración en un sistema social ya segmentado y 
fraccionado —de hecho y de derecho— que coadyuva a una reproducción 
estructural de la desigualdad social.1 

Este sistema de seguridad social, fragmentado, acotado, especializado 
y a su vez, profundamente diverso se observa a partir de su propia cober-
tura: en 2008, menos de cuarenta por ciento de la población económica-
mente activa se encuentra protegida socialmente. Sin embargo, es menester 
aclarar que la población no cubierta por la seguridad social constituye en 
sí mismo una violación a la ley. La legislación establece que “son sujetos de 
aseguramiento del régimen obligatorio: las personas que presten en forma 

1		 En la mayoría de los países latinoamericanos, incluyendo México, alrededor del cin-
cuenta por ciento del gasto en seguridad social (es decir, la apropiación de la renta de la 
seguridad social) se concentra en el quintil superior de ingresos (CEPAL, 2005).
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permanente o eventual —a otras de carácter físico o moral o unidades 
económicas sin personalidad jurídica— un servicio remunerado, personal 
y subordinado, cualquiera que sea el acto que le dé origen, y cualquiera 
que sea la personalidad jurídica o la naturaleza económica del patrón, aun 
cuando éste, en virtud de alguna ley especial, esté exento del pago de con-
tribuciones”. En síntesis: todo trabajador subordinado en México debería 
estar, por ley, protegido por el sistema de seguridad social.

Este régimen de protección social, en términos generales, formaría par-
te del clásico modelo segmentado o dual (Filgueira, 1998), en el cual existe 
una distinción fundamental entre asegurados y no asegurados, donde los 
primeros están formados por aquellos asalariados beneficiarios de la segu-
ridad social y los segundos, por el grupo de la población más marginada 
del país, así como gran parte de la clase media que no está protegida por la 
seguridad social ni por seguros médicos privados. De allí que sea un mo-
delo, a la vez, de integración vertical —asegurados y no asegurados— y de 
segregación horizontal —pobres y clases medias entre los no asegurados— 
(Frenk, 1994). Ello responde, además, a que la matriz de estos sistemas 
se combina con mercados laborales extremadamente incapaces para crear 
empleo formal. Evidentemente, ello es un indicativo de la ausencia de la 
universalidad de derechos sociales como criterio de inclusión —asociado 
a la noción de ciudadanía— y de principios de igualdad o equidad social 
para el trabajo subordinado. Por el contrario, se trata de esquemas diferen-
ciados, segmentados y tremendamente inequitativos de protección social, 
establecidos por la propia Constitución. La segmentación del mercado de 
trabajo mexicano —que, en parte, resulta de la falta de correspondencia 
entre la institucionalidad laboral y el funcionamiento de los mercados pro-
ductivos—, se encuentra enmarcada en el derecho constitucional y en una 
profunda fragmentación institucional (Ruiz Durán, 2009), donde es la pro-
clividad de las prácticas la que puede llevar, finalmente, a la disfuncionali-
dad del propio régimen de protección social.

El segundo elemento importante de flexibilidad externa se vincula 
con la descentralización productiva, la subcontratación y, en general, las 
diversas modalidades de tercerización laboral que combinan independen-
cia en la relación contractual con subordinación organizativa. El núcleo 
duro de la descentralización productiva radica en abaratar los costos de 
producción y la transacción de la demanda laboral a través de la desvin-
culación de la protección del trabajo y, de esa manera, suprimir costos de 
la llamada laboralidad de las relaciones de trabajo (Ojeda Avilés, 1992; 
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Morgado, 1999; Goldín, 2008), invisibilizando relaciones de dependencia 
bajo la forma de supuestas relaciones comerciales.2 

Quizás el hecho más significativo de estas modalidades de contratación 
es la complejidad que revisten para identificar a los participantes de las re-
laciones de trabajo y, por tanto, la asignación de los derechos de protección 
(Goldín, 2008): 

Esas modalidades de contratación implican una creciente segmentación de 
atributos y responsabilidades propios de la condición del empleador y, por lo 
tanto: el poder de dirección, la apropiación de los frutos, la determinación 
del lugar de trabajo, la titularidad del interés económico a cuyo servicio se 
aplica la prestación, la facultad de organizar el trabajo, la responsabilidad 
por el cumplimiento de las obligaciones derivadas de la prestación, aparecen 
repartidos o fragmentados entre una diversidad de sujetos contractuales, pro-
vocando una desorganización del derecho del trabajo (Valdés, 2001).

En el caso de México, la legislación contempla la institución de la sub-
contratación mediante la figura del intermediario. La normatividad prevé 
la posibilidad de responsabilidad solidaria para que el empleador no quede 
completamente al margen de la descentralización productiva. Sin embargo, 
la estabilidad del contrato no se encuentra establecida en este tipo de figuras 
(es decir, no hay obligación de exigir contratos indefinidos) y, por lo tanto, 
uno de los principales mecanismos legales de seguridad laboral queda des-
protegido institucionalmente a partir de este tipo de prácticas, dando lugar 
a una “temporalidad contractual continua” (Ruiz Durán, 2009). Nueva-
mente, como en el caso de la falta de correspondencia entre de los contra-
tos colectivos de trabajo y las leyes generales, se observa en esta modalidad 
cómo son los propios mecanismos institucionales lo que desacreditan o des-
atienden dispositivos normativos de mayor alcance.

A partir de la generalización de estas prácticas de externalización se 
visualiza una paroja evidente que es la simulación de trabajo autónomo 
que portan muchos trabajadores, quienes —en realidad— tienen víncu-
los exclusivos, estables y duraderos con sus empleadores. Posiblemente, la 
única ventaja relativa y potencial de este tipo de relaciones laborales es la 
posibilidad de adquirir cierta autonomía tanto técnica como funcional en 
relación con el puesto de trabajo (Sanguinetti Raymond, 2000). Ello im-
plicaría que, bajo ciertas modalidades, la subcontratación podría habilitar 

2		 La idea de “deslaborizar” implica quitar del ámbito del derecho del trabajo a la rela-
ción entre empleador y trabajador o bien, tratar un vínculo de subordinación y dependencia 
como si no lo fuera (Goldín, 2008).
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ciertas condiciones de seguridad (incluso más aceptables que para casos de 
subordinados directos de las empresas) como un modo innovador de la or-
ganización de la producción, siempre y cuando se buscaran otros y nuevos 
esquemas de tutela y atribuciones de derechos.

Para sintetizar el problema de la descentralización productiva desde la 
mirada institucional, se debe apreciar la influencia normativa siempre en 
vinculación con el funcionamiento del mercado. En este caso, lo que pro-
voca una profunda inseguridad laboral no es la continua reforma de las 
normas y leyes, sino la desafiliación entre descentralización normativa y 
prácticas laborales. La falta de adaptación de las reglas institucionales en 
esta materia a la realidad productiva del país terminó provocando lagunas o 
vacíos jurídicos en detrimento de la seguridad de los trabajadores. Esta fal-
ta de correspondencia entre convenios tradicionales y la incorporación de 
técnicas o categorías de organización de la producción más novedosas, deja 
profundos espacios para la discrecionalidad de las decisiones de la demanda 
laboral. Nuevamente, el no saber qué hacer, o en este caso, a quién respon-
der y, por lo tanto, a quién exigir como interlocutor válido, es un derivado 
de la inseguridad que puede generar un determinado marco institucional, 
obsoleto frente a las nuevas prácticas de la subcontratación.

IV. Políticas activas del mercado de trabajo en México

Además de la regulación de los mercados internos y de la protección so-
cial de los trabajadores, las intervenciones indirectas aunque activas en el 
mercado laboral también fungen como filtraciones institucionales de la se-
guridad laboral. Políticas públicas, programas sociales o normatividades que 
habilitan políticas laborales específicas pueden influir en la intermediación 
y fomento del empleo, especialmente en el trabajo por cuenta propia o en 
los micro-emprendimientos3 (Samaniego, 2004; Chahad y Zeetano, 2008). 
Posiblemente, la gran debilidad de estas políticas —no sólo en México, sino 
en toda América Latina— radique en que, generalmente, se les confiere un 
trato institucional como medidas de emergencia ante la ausencia de otros me-
canismos de protección del desempleo, más que como políticas estructurales 
de desarrollo, de competitividad o, incluso, de cohesión social. En México, 
por ejemplo, prevalece la figura de subsidios económicos para la contratación 

3		 Como bien explica Weller (2004), generalmente estas políticas suelen ser menos con-
flictivas que las reformas laborales en la medida en que estimulan la productividad, reducen 
costos de transacción y no afectan directamente los intereses de los principales actores en el 
mercado de trabajo.
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“del primer empleo” por parte de empresas privadas, con la función de habi-
litar la entrada de los jóvenes al mercado de trabajo.

Una modalidad fundamental de política activa está vinculada con la 
informalidad, el autoempleo y la pequeña empresa, con el fin de estimular 
el trabajo independiente o bien de regularizar el trabajo asalariado despro-
tegido. El fenómeno conocido como “trabajo en negro” no es nuevo ni atri-
buible, punto por punto, a las transformaciones del mercado laboral de las 
últimas décadas. No obstante, la combinación de prácticas habilitadas por la 
laxitud de las normas, la falta de controles públicos, la extensión de la infor-
malidad y el crecimiento de los últimos años del trabajo doméstico remune-
rado, coadyuvan a explicar la existencia enorme de este tipo de trabajadores 
no registrados. Algunos autores relacionan esta problemática, más que con 
una cuestión de costos, con la importancia de la evasión impositiva que per-
mite generar ingresos al margen de la ley (Palomino, 2008). Especialmente 
en las pequeñas y medianas empresas, la principal fuente de recursos provie-
ne de la evasión del impuesto al valor agregado, a los ingresos brutos y a las 
ganancias o rentas. De allí que para algunos, más que evitar la informalidad 
a través de los controles de registro de los trabajadores, se deberían imple-
mentar medidas que tengan en cuenta reformas impositivas que dosifiquen 
la evasión fiscal (Grassi, 2003). En México se lanzaron, a partir de 2000, el 
Programa de Autogestión en Seguridad y Salud, así como la Declaración 
Laboral Electrónica cuyo objetivo era, precisamente, la promoción de la 
autorregulación. En ambos casos, varios autores coinciden en que el éxito 
de estas políticas ha sido parcial y escaso (Ruiz Durán, 2009; Pérez, 2002).

Otro componente activo de los mercados laborales es la inspección del 
trabajo. En el caso mexicano, la inspección del trabajo fue establecida en 
1931 y tiene como objeto principal vigilar el cumplimiento de las normas, 
generar información sobre las mismas y dar cuenta a las autoridades de las 
respectivas infracciones (Ruiz Durán, 2009). A decir de los estudiosos en el 
tema, el principal problema que acusa la inspección del trabajo en nuestro 
país es la profunda disparidad espacial en su nivel de institucionalización. 
Mientras el gobierno federal ha establecido determinados parámetros de 
control y supervisión en los últimos años, no se ha logrado que las entidades 
federativas acompañen este acoplamiento normativo, provocando grandes 
diferencias entre estados (Pérez, 2002). Además de lo anterior, y a pesar de 
que en los últimos años se han introducido reformas importantes para mejo-
rar este aspecto de la política laboral, un obstáculo adicional al cumplimien-
to de las normas de trabajo en México es la profunda ineficacia de la justicia 
laboral y el aumento de la burocratización en las instancias judiciales de 
defensa de los derechos de los trabajadores (Vega Ruiz, 2005; Bensusán, 
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2006). Finalmente, al igual que en varios países de América Latina, aún se 
observa un presupuesto muy bajo destinado a esta institución, una escasa 
cantidad de inspectores, la mayoría de ellos con muy baja calificación, y sin 
demasiada claridad sobre su proceso de trabajo.

Ahora bien, aunque algunos elementos específicos de la Constitución 
Nacional así como artículos concretos de la legislación laboral refieren a los 
trabajadores en su conjunto, la mayoría de los mecanismos institucionales 
analizados en los apartados anteriores corresponden casi en su totalidad a 
la regulación de la relación laboral y, por lo tanto, al trabajo subordinado, 
remunerado o asalariado. Cada uno de estos dispositivos normativos indica 
que los derechos de seguridad y protección se definen en la relación de tra-
bajo. Evidentemente, ello es un requisito necesario, pero no suficiente para la 
protección laboral, en la medida en que cada vez más, dentro de las relacio-
nes asalariadas, existen procesos crecientes de inseguridad y desprotección.

El problema más visible de concebir el derecho a la protección del tra-
bajo mediante la relación laboral (exclusivamente) es que, al anteponer el 
trabajo a la seguridad, se atenta contra el principio de autonomía y de uni-
versalidad de los derechos humanos, y particularmente de los derechos so-
ciales. Como bien menciona Tokman (2008), desde la perspectiva sistémi-
ca del derecho a la protección, éste debería ser garantizado a las personas 
como ciudadanos más que como trabajadores.

Sin embargo, a pesar de que la política laboral mexicana prioriza la 
protección de los trabajadores en las relaciones laborales formales, también 
es cierto que existen algunos mecanismos institucionales u organizacionales 
que son capaces de regular ciertos esquemas de protección para la pobla-
ción no asalariada, en especial, para aquellos trabajadores informales o tra-
bajadores asalariados que pertenecen a la economía informal.

En México no existe de manera formalizada el derecho a desarrollar ac-
tividades productivas para microempresarios o trabajadores independien-
tes. La regulación existente sólo prevé casos de empresas de gran tamaño 
(que, sin embargo, utilizan contrataciones individuales) o bien de sectores 
más organizados (Tokman, 2008). No obstante esta discreccionalidad insti-
tucional, los pequeños propietarios o empleadores pueden registrar su ac-
tividad productiva a través de sistemas de registro relativamente simplifica-
dos. El problema evidente es que las empresas más pequeñas no cuentan 
con los medios ni con la información necesaria para llevar a cabo dichos 
procedimientos, en un contexto en donde las regulaciones para la obtención 
de licencias para abrir y cerrar negocios son extremadamente rígidas y nu-
merosas (Loayza, Oviedo y Servén, 2005).
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Tampoco consta en la legislación mexicana la figura de sociedades in-
dividuales de responsabilidad limitada, que ya existe en varios países del 
mundo, incluidos algunos países en desarrollo (Tokman, 2008). El reconoci-
miento de esta figura es importante para la protección social de los peque-
ños propietarios, ya que permite distinguir entre los activos del individuo 
y los activos del empresario (al igual que sucede con las sociedades de res-
ponsabilidad limitada) y, por lo tanto, supone una protección relativa ante 
la pérdida del patrimonio de la empresa, ya sea por causas económicas o en 
periodos de crisis generalizadas.

En definitiva, la regulación de la protección laboral en México no sólo se 
reduce a una relación de trabajo, sino que, en la mayoría de los casos, aplica 
casi con exclusividad para las empresas de gran tamaño. La fragmentación 
y discrecionalidad de estos diseños institucionales conllevan una crítica de 
principio al derecho al trabajo, puesto que presumen un trato diferencial a los 
trabajadores en función de su posición en el mercado y del tamaño de los es-
tablecimientos. En cuanto tal, se trata de diseños institucionales que quiebran 
—por definición— el principio de unicidad de los derechos de los trabajado-
res (OIT, 2006; Bertranou, 2007). Ello, a su vez, genera enormes incentivos 
para reproducir la segmentación del mercado laboral y, al mismo tiempo, in-
hibir posibilidades de movilidad para gran parte de la población trabajadora.

Además de lo anterior, desde hace algunos años el caso mexicano cuenta 
con el programa Cuota Social. Esta política laboral consiste en que el estado 
aporta un monto fijo por cada día de aportes que realizan los contribuyentes 
al sistema privado de cotizaciones. En términos generales, este programa di-
rigido a trabajadores afiliados de bajos ingresos, opera en la práctica como 
un esquema de solidaridad que permite aumentar los niveles de pensiones 
contributivas mediante aportes del estado o del resto de los contribuyentes 
de mayores ingresos (CEPAL, 2005). Además, al menos normativamente, 
en este país los trabajadores independientes (o no subordinados) pueden 
contribuir, individualmente, a un sistema de pensiones como trabajador y 
empleador. En esos casos, cuando el afiliado al sistema de cotizaciones es 
un trabajador indepediente, el estado otorga un subsidio equivalente a la 
contribución patronal.

Otra política activa del mercado de trabajo durante los últimos años en 
México ha sido la simplificación de los requerimientos contables para las mi-
croempresas y la exoneración del impuesto a los activos para pequeños o 
micro negocios (Tokman, 2008). En general, tanto desde la perspectiva de la 
producción como desde la óptica del desarrollo social, estas políticas laborales 
son altamente valoradas por los trabajadores independientes, en la medida en 
que —a través de ellas— el estado estaría reconociendo, en primer lugar, que 
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la actividad de las pequeñas empresas requiere un apoyo especial para poder 
insertarse mejor en economías profundamente globalizadas y, en segundo lu-
gar, que los sectores de la población trabajadora que están insertos en estas 
economías informales, demandan fuentes alternativas y específicas de gene-
ración de ingresos y seguridad laboral (Weller, 2007). En cualquier caso, es 
evidente que —durante los últimos años en México— cualquier medida o 
disposición institucional para proteger o sostener a las pequeñas y medianas 
empresas se ha diseñado mediante criterios financieros y fiscales más que por 
incentivos laborales.

A pesar de estas tímidas manifestaciones, la desvinculación institucio-
nal entre la protección social y la inserción laboral de los trabajadores resta 
de ser efectiva y aún presenta enormes desafíos para su implementación 
universal. El reconocimiento jurídico y normativo de que la seguridad y 
la protección del trabajo es un derecho humano y social que se encuentra, 
sustancialmente, por encima de la relación laboral, deviene un prerrequisito 
institucional fundamental para disminuir la enorme brecha de desigualdad 
que se genera, en la práctica, entre los trabajadores formales subordinados 
y el resto de la población trabajadora de este país.

V. Relaciones individuales y colectivas
de trabajo

Finalmente, la relación entre los diseños institucionales y el funcionamiento 
del mercado de trabajo presenta una modulación fundamental en la figura de 
la protección sindical. En varios países de América Latina —México no ha 
sido la excepción— las organizaciones sindicales han influido enormemente 
en la profundidad y eficacia de las transformaciones estructurales de los mer-
cados laborales de las últimas décadas (Forteza y Rama, 2002).

Como se sabe, en el caso de México, el nivel de sindicalización de los 
trabajadores ha sido históricamente bajo y profundamente ineficaz. Ello se 
explicaría, entre otras cosas, por el desaliento histórico a promover la organi-
zación de los trabajadores y, en general, por la preponderancia de una acti-
tud negociadora y neutralizadora por parte de las principales organizaciones 
sindicales (Zapata, 2005). A su vez, estas explicaciones generales estarían 
relacionadas con la propia estructura sindical que presenta nuestro país: un 
modelo que, en términos generales, garantiza importantes protecciones del 
empleo y del salario para quienes están sindicalizados, pero con una escaza 
participación de los trabajadores tanto en el proceso de trabajo como en las 
organizaciones obreras (De la Garza y Bouzas, 1998; Ruiz Durán, 2009). 
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Como en otros casos latinoamericanos, la capacidad estatal para tutelar las 
relaciones laborales fue creciendo cada vez más a partir de la década de los 
años ochenta y, entre otras cosas, ello dio lugar a un modelo sindical de canal 
casi único para resolver los conflictos del trabajo y con nula capacidad de 
respuesta ante los cambios estructurales del mercado (Rehfeldt, 2000).

A ello se debe agregar, la diversidad sindical regional que predomina en 
un país caracterizado por una enorme heterogeneidad productiva. Si bien es 
cierto que en ciertas zonas geográficas los movimientos sindicales resultan al 
menos un poco más efectivos para la protección de los trabajadores contra 
la flexibilidad laboral, en la mayoría de las regiones lo que predomina es un 
uso extensivo de mecanismos para neutralizar la intervención sindical. En 
Matamoros, por ejemplo, los sindicatos tienen una capacidad de presión y 
protección mucho más importante que en Tijuana o en Ciudad Juárez (De 
la O y Quintero, 1995). Según estos autores, las diferencias regionales esta-
rían vinculadas con la llamada flexibilidad unilateral que busca, a través de 
los contratos colectivos de trabajo, eliminar la intervención sindical en la 
regulación de las relaciones laborales (De la Garza, 1992). En las maquilas 
de Tijuana o de Ciudad Juárez predomina este tipo de flexibilidad, la cual 
se caracteriza por la exclusión del sindicato, la libertad de contratación, la 
imposición de tiempo extra de trabajo, el trabajo en días de descanso, el es-
calafón por capacidad, etcétera. (Pérez, 2002). En cualquier caso, así como 
los niveles de productividad de las empresas mexicanas son profundamente 
variables por regiones, a ello responden tipos específicos de sindicalización. 
Según algunas taxonomías clásicas de la bibliografía especializada (Carrillo 
y Hualde, 1991; Covarrubias y Lara, 1993) existirían en el país regiones de 
flexibilidad máxima, con un nivel mínimo de sindicalización (el norte); regio-
nes de flexibilidad moderada que responden al modelo clásico de las grandes 
empresas paraestatales; y regiones de flexibilidad mínima, en las que se en-
contrarían las pequeñas y medianas empresas del país.

Además de los problemas relacionados con la diversidad regional y la 
organización estructural de las organizacionales sindicales en México, otro 
inconveniente analizado por los especialistas es la excesiva generalización 
de las negociaciones obreras, que no considera las importantes diferencias 
internas en los sectores productivos y dentro de las empresas, en la medida 
en que ello imposibilita adoptar medidas de flexibilidad productiva acordes 
con las necesidades de cada rama o sector (Pérez, 2002). Lo que sucede con 
este tipo de organizaciones profundamente verticales y centralizadas es que 
las decisiones sindicales se ejercen de manera desvinculada del trabajador 
y de su ámbito específico de trabajo. Frente a ello, las organizaciones in-
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termedias sólo acatan las decisiones de las centrales, con una capacidad de 
negociación profundamente debilitada frente a las empresas y los grandes 
establecimientos. En ese sentido, varios autores han comprobado que en 
contextos donde los procesos de negocación colectiva se coordinan en el 
ámbito nacional, como es el caso mexicano, las empresas tienden a experi-
mentar menos interrupciones por huelgas o conflictos laborales que aquellas 
donde la coordinación sindical ocurre a nivel sectorial o por rama producti-
va (Aidt y Tzannatos, 2002).

En cualquier caso, un mecanismo que han utilizado históricamente las 
organizaciones sindicales para generar mayores niveles de protección social 
a los trabajadores en el ámbito del trabajo es el principio de la negociación 
colectiva. En los últimos años, la efectividad de los convenios colectivos de 
trabajo muestra ciertos avances en México, especialmente en materia sala-
rial. Específicamente durante la última década, tanto el piso salarial fijado 
por ley como las respectivas prestaciones sociales, han sido superados por 
los salarios reales establecidos en los convenios colectivos de la gran mayoría 
de los establecimientos productivos (Ruiz Durán, 2009).

Como se sabe, un punto de inflexión en la historia de la negociación 
colectiva mexicana (y de sus rendimientos relativos en términos de protec-
ciones laborales) ha sido la crisis de la deuda de los años ochenta, así como 
el profundo proceso inflacionario que aconteció en las siguientes décadas. A 
partir de esta crisis económica (sin precedentes en la historia nacional), en 
1987 se estableció el llamado “pacto tripartito de solidaridad económica”, 
que si bien permitió controlar la inflación, se tradujo —en la práctica, en 
una gran pérdida del valor adquisitivo de los salarios de los trabajadores. Se-
gún algunos especialistas (Brachet, 2001; Zapata, 2005), la invención de este 
“acuerdo social”, por parte del gobierno nacional, ha constituido un gran 
mecanismo de control sobre la negociación colectiva de trabajo en nuestro 
país, en la medida en que ha repercutido —hasta el día de hoy— no sólo 
sobre el derecho a huelga de los trabajadores, sino también sobre las posibi-
lidades reales de concertación entre diversos actores sociales.

En la actualidad, a esta debilidad histórica de la negociación colectiva 
en México, se deben agregar las presiones que ejercen el proceso de in-
ternacionalización económica y la deslocalización de los grandes estable-
cimientos productivos sobre los trabajadores subordinados. En ese sentido, 
las principales transformaciones institucionales realizadas sobre el trabajo 
durante los últimos años han prevalecido en el derecho individual, mientras 
que las relaciones colectivas, en general, simplemente se han desestabilizado 
(Weller, 2000). Evidentemente, el gran peso de la pequeña y mediana em-
presa en la actualidad, el aumento de ocupaciones no tradicionales y más 
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heterogéneas, así como una creciente reducción del empleo público, han he-
cho lo suyo para que las relaciones colectivas de trabajo se encuentren cada 
vez más debilitadas (Weller, 2007).

De hecho, la gran mayoría de las modificaciones planteadas en la refor-
ma laboral de 2012 apuntan, precisamente, al derecho individual del traba-
jo: el reconocimiento legal de nuevas formas de contratación individual (in-
cluidas la capacitación o formación, o el contrato a prueba); la instauración 
de una jornada móvil o flexible, ya sea para ampliar la jornada diaria de tra-
bajo o para la construcción de un “banco de horas” que permita a los traba-
jadores el descanso acumulado de varios días a la semana (siempre y cuando 
coincida con periodos de menor productividad en los establecimientos); la 
simplificación de obligaciones patronales con respecto a la capacitación y el 
adiestramiento de los trabajadores; la supresión del “escalafón ciego”, para 
basar y justificar los ascensos por vía exclusivamente meritocrática; y final-
mente, la defensa y autorización de la “multihabilidad”, es decir, la poliva-
lencia estructural de los trabajadores en función de las necesidades produc-
tivas y los ajustes salariales correspondientes. Todas estas medidas refieren 
especialmente al derecho individual al trabajo y, frente a ello, los convenios 
colectivos tienen poco o nada que hacer para proteger a los trabajadores de 
los embates de la nueva reforma.

Finalmente, el último punto que resta considerar respecto de la fuerza 
sindical y su influencia en los diseños institucionales del mercado laboral 
mexicano es la capacidad de conflicto que ejercen los trabajadores. Algunos 
autores sugieren que los países que cuentan con una mayor capacidad ins-
titucional no para evitar, sino para resolver conflictos laborales son también 
los que tienen un mejor desempeño de sus mercados de trabajo (Crouch, 
2005). En el caso de México, la necesidad de resolver conflictos laborales 
por la vía institucional es escasa, ya que se generan muy pocos espacios de 
disputa por el derecho al trabajo debido —sobre todo— al gran lazo polí-
tico que compromete a las organizaciones sindicales con el partido político 
dominante. Es decir, es la dimensión política la que —en definitiva— de-
terminaría el grado de conflictividad, más allá de la situación económica 
o laboral imperante entre los trabajadores. Como bien lo indica Zapata
(2005), cuando la dimensión política (y no económica) es la fuente princi-
pal o potencial del conflicto laboral, la fuerza organizativa de los sindicatos
es sumamente débil, carece de autonomía relativa, y es poco probable que
dicha fueza sea independiente de los mecanismos clásicos de coptación y
negociación que ejerce el estado.

Pese a lo anterior —y a la relativa pauperización de la solidaridad de 
clase que se observa en los últimos años—, se podría afirmar que el grado 
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actual de conflicto laboral en México se encuentra —al menos— abierto, 
contingente, pero especialmente diversificado. Las políticas de flexibilidad 
externa que se aplicaron en el país durante las últimas décadas generaron 
altos niveles de desocupación y una precarización generalizada en gran par-
te de la población trabajadora. Frente a ello, una de las reacciones fue la 
ampliación de las posibilidades de organización colectiva mediante reivin-
dicaciones obreras de trabajadores desocupados, subcontratados o precari-
zados. Por otra parte, a partir del impacto de la flexibilidad interna sobre 
la polivalencia funcional de las tareas, la multiplicación de las formas de 
contratación, la movilidad de los salarios o la disminución de las categorías 
profesionales, se han generado respuestas más individualizadas, vinculadas 
con una mayor atomización de las relaciones laborales. En cualquier caso, 
las manifestaciones sindicales que se generaron a partir de las transforma-
ciones laborales de las últimas décadas fueron diversas aunque fragmenta-
das. El movimiento sindical fue recurriendo menos a mecanismos clásicos 
de su manifestación y optando, cada vez más, por resolver sus necesidades 
en vinculación directa con los agentes estatales (Lucena, 2000). La hetero-
geneidad creciente de los actores productivos y la multiplicación de sus lógi-
cas, comportamientos y estrategias, también han incido en estas expresiones 
más novedosas del conflicto laboral en nuestro país.

VI. Las nuevas (des)protecciones institucionales
y las percepciones de seguridad laboral

El análisis de los diseños institucionales de protección social y su vinculación 
con el funcionamiento del mercado laboral quedaría incompleto si no se tu-
vieran en cuenta las percepciones de seguridad de los trabajadores. Como 
lo han demostrado varios estudios, la relación entre todos estos elementos 
—aunado a los efecto de la economía— es variable, indeterminada y admite 
distintas combinaciones posibles (Tokman, 2008; OIT, 2005; Boyer, 2006; 
Jorgensen, 2009), según el contexto de estudio y los dispositivos sociales e 
individuales con los que cuentan los trabajadores para lidiar con estas nuevas 
(des)protecciones institucionales.

Los principales debates de los últimos tiempos en América Latina reco-
nocen una relación bastante estrecha entre los diseños institucionales y las 
percepciones de (in)seguridad que tienen los trabajadores. Conforme a estos 
análisis, por ejemplo, en contextos donde la protección social es escasa, aun-
que el trabajo “no falte”, los trabajadores perciben un clima generalizado de 
incertidumbre en la medida en que, si bien reconocen que la probabilidad 
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de perder su empleo es baja, si ello ocurriese, sería muy difícil encontrar un 
trabajo igual o mejor al que tienen en la actualidad. Por el contrario, en con-
textos donde el empleo escasea, pero existen políticas públicas activas que 
protegen a los trabajadores en periodos de desocupación —ya sea a través de 
un seguro de desempleo o con mayores mecanismos de reinserción laboral— 
las percepciones de seguridad son mayores (OIT, 2004; Tokman, 2008).

Esta vinculación entre instrumentos de protección laboral y percepcio-
nes de seguridad entre los trabajadores ha sido analizada por Boyer (2006) y 
por Anderson y Pontusson (2007) para una variedad de países europeos. Lo 
mismo hizo Tokman (2008) para el caso de América Latina, identificando 
cuatro grandes grupos de países. Por un lado, se encuentran países con le-
gislaciones laborales flexibles, pero acompañadas de un gasto en protección 
laboral alto, donde los trabajadores registrarían las percepciones de mayor 
seguridad en la región: Uruguay, Chile, Argentina y Costa Rica. Del otro 
extremo, se ubicarían países como México, Panamá, Paraguay, Colombia, 
Ecuador o Perú, quienes cuentan con legislaciones laborales más estrictas 
(con lo cual, asegurarían una mayor estabilidad en el empleo), pero que, a su 
vez, destinan escasos recursos a la protección social. El resultado allí sería de 
una mayor percepción de inseguridad para la mayoría de los trabajadores. 
En la región latinoamericana también se encontrarían situaciones interme-
dias (como Brasil o Venezuela), que combinan legislaciones laborales rígidas 
y mayores niveles de protección social, aunque sus trabajadores experimen-
tan niveles más bajos de seguridad; y, finalmente, situaciones como las que 
se viven en los países más pequeños y abiertos (como Bolivia, Nicaragua, El 
Salvador, Honduras, Bolivia, Guatemala o República Dominicana), donde 
se encontrarían legislaciones laborales más flexibles y, a su vez, con un me-
nor gasto en protección social. El resultado en esos casos sería de una alta 
percepción de inseguridad entre los trabajadores, pero inferior a la registra-
da en los países andinos, México o Panamá.

En cualquier caso, lo que evidencian estos estudios es que en la mayoría 
de los países de la región, la asignación de recursos para la protección social 
es insuficiente y sumamente baja (Heckman y Pagés, 2005), la legislación la-
boral (más o menos flexible) se convierte en el único y exclusivo mecanismo 
de seguridad en el empleo para gran parte de la población trabajadora cuan-
do, en realidad, lo que más explica las percepciones de seguridad son las 
medidas que provienen del régimen de bienestar, ya sea en materia de pro-
tección o de (re)distribución de los riesgos sociales (Anderson and Pontusson, 
2007). Si las políticas activas del mercado de trabajo fueran lo suficiente-
mente protectoras para asegurar la independencia social de los trabajadores 
(o su bienestar) a lo largo de los años, legislaciones flexibles no se traducirían
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—al menos punto por punto— en una sensación generalizada de despro-
tección e inseguridad frente al mundo del trabajo. Dicho en otros términos, 
las percepciones de seguridad asociadas al trabajo estarían más relacionadas 
con el gasto social y con las políticas activas del mercado de trabajo que con 
condiciones asociadas a la protección legal o normativa del empleo.

Según estos resultados, además, los países de la región con mayores per-
cepciones de seguridad en el empleo son los más urbanizados, los que cuen-
tan con un alto predominio de trabajadores asalariados (y, por ende, se trata 
de mercados más homogéneos), aquellos que experimentan un nivel más 
reducido de informalidad, y los que tienen un gasto social mayor, junto con 
una carga tributaria también más elevada (Gómez Sabaini, 2006). Es decir, 
urbanización, sociedad salarial, formalidad, políticas activas generalizadas 
y gasto social, constituirían variables estructurales fundamentales para uni-
versalizar posibilidades de protección para la clase trabajadora y, al mismo 
tiempo, generar contextos sociales más idoneos para expandir mayores pro-
cesos de seguridad y estabilidad en el empleo4 (Tokman, 2008).

Además del análisis de las percepciones de seguridad vinculadas con 
ciertas características estructurales de los mercados de trabajo, estos es-
tudios también revelan una tendencia sistemática en América Latina al 
aumento en las percepciones de riesgo y de miedo a perder el empleo (Ve-
nard, 2002; BID, 2004; Schmidt, 2005). En 2005, por ejemplo, 75% de los 
trabajadores estaba preocupado por quedarse sin trabajo en los próximos 
doce meses (proporción que se mantiene invariante desde 2001). Para el 
caso de México, esta percepción de inseguridad laboral alcanzaba a 85% 
de la población trabajadora, mientras que 61% afirmaba que en su hogar 
había al menos un adulto desocupado en el último año (Latinobaróme-
tro, 2005). Esta preocupación por el (des)empleo del futuro se reforzaría, 
además, con una baja credibilidad en la protección que proporciona la ley 
laboral: solamente 18% de los trabajadores se siente protegido por el dere-
cho al trabajo en México.

Considerando estos escasos datos nacionales vale la pena realizar un par 
de consideraciones. En primer lugar, las percepciones de inseguridad que 
expresan los trabajadores respecto de la pérdida de empleo son realmente 
altas, con valores promedio mayores al resto de países latinoamericanos. 
También se observaría un vínculo bastante estrecho entre esas percepciones 
de inseguridad y el hecho de contar con personas desocupadas en el hogar 

4		 En países como Chile, Argentina o Brasil, efectivamente, las políticas activas del mer-
cado laboral superan a las pasivas, en términos de participación en los recursos asignados 
(Velásquez, 2005). El gasto en políticas laborales en Argentina, por ejemplo, promedia el 9% 
del producto bruto interno cuando en el caso de México es de 1.3% (Berg, Ernst y Auer, 2006).
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por un lado, y los niveles de protección laboral, por el otro. En ese sentido 
parecería que, tal como lo indica el esquema presentado por Tokman (2008) 
y Boyer (2006), cuando la protección social es percibida como escasa o insu-
ficiente, las percepciones de inseguridad podrían ser mayores.

Estos resultados indicarían que, en determinados contextos, el vínculo 
entre protección social y percepciones de inseguridad estaría modulado por 
la inestabilidad en el empleo. En países como México, no sólo la protección 
social es sumamente fragmentada y polarizada, sino que la inestabilidad la-
boral es extremadamente alta (aunque ello no se traduce en tasas de desem-
pleo elevadas ni en tiempos prolongados de desocupación, sino en niveles 
exorbitantes de informalidad y precariedad laboral). En cambio, en contex-
tos donde la protección institucional y el gasto en materia social son elevados, 
las percepciones sobre inseguridad en el trabajo serían menores, aun con 
niveles importantes de informalidad o desocupación.

En cualquier caso, lo importante de los datos anteriores es que, en ge-
neral, las percepciones de riesgo de los trabajadores, en América Latina en 
general y en México en particular, están fuertemente condicionados no sólo 
por una desprotección institucionalizada que emana de los diseños norma-
tivos y legales, sino también de la debilidad de los regímenes de bienestar 
para generar estabilidad en la vida laboral en el plazo largo (Saprin, 2002; 
Narayan y Petesh, 2002).

VII. Consideraciones finales

El problema de la flexibilidad laboral en México no es nuevo ni adquiere cen-
tralidad a partir de la reforma laboral de 2012. Varios estudios han dado cuenta 
ya del carácter histórico que adquiere la flexibilidad en el mercado de trabajo 
mexicano (Zapata, 2005; Bensusán, 2006). Como bien lo exponen estos auto-
res, en países como México no ha sido necesario modificar el marco normativo 
para imponer, de hecho, precarias y flexibles condiciones de trabajo.

A partir del análisis presentado en este capítulo parecería que, efectiva-
mente, la gran dualidad que reviste el diseño institucional de la legislación 
mexicana en materia laboral (entre relaciones colectivas e individuales de 
trabajo) es proclive a una gran discrecionalidad, no solo para generar es-
tabilidad en el empleo, sino también para proteger prestaciones sociales 
relacionadas con el salario, la jornada laboral, la seguridad social o el retiro 
de los trabajadores. Modalidades como el derecho de piso, honorarios asi-
milables a salarios o la figura del asociado, evidentemente no son relaciones 
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laborales que permitan acceder a importantes niveles de protección o a la 
estabilidad del puesto de trabajo.

Sin embargo, a nuestro juicio, la debilidad institucional del marco re-
gulatorio mexicano no derivaría tanto de su discrecionalidad, sino de la 
profunda rigidez que asume un régimen totalmente fragmentado. Esta frag-
mentación del derecho al trabajo —que es reconocida, asumida y repro-
ducida por el diseño institucional— es la que permite y habilita enormes 
segmentaciones del mercado laboral, una incapacidad estructural de los 
trabajadores para moverse hacia empleos de mejor calidad, rendimientos 
sociales diferenciados por sectores productivos y, en general, una desprotec-
ción generalizada cuando el trabajador se encuentra fuera de la formalidad. 
Como bien lo sintetiza Ruiz Durán (2009), “el esquema de seguridad social 
mexicano contempla exclusivamente la transición del trabajo formal”, sin 
considerar lo que sucede con esos propios trabajadores durante sus transi-
ciones familiares, educativas, o de retiro.

Habría que diferenciar, entonces, entre la rigidez y la flexibilidad de las 
normas por un lado, y su grado de compartimiento y universalidad, por el 
otro. Más que flexible, el problema del esquema regulatorio del trabajo en 
México, es tremendamente compartimentado y segmentado. Y en un con-
texto de profunda informalidad laboral, ello implica nichos enormes para 
la introducción de formas infinitas de discrecionalidad y flexibilidad laboral 
(De la Garza y Bouzas, 1998). Dicho en otros términos, mientras la forma 
institucional que adquiere el derecho al trabajo en México es sumamente rí-
gida (y por ende, más protectora), al ser su cobertura extremadamente frag-
mentada y compartimentada (por la propia ley), no alcanza a proteger más 
que a unos pocos trabajadores de sectores hiperformalizados y productivos. 
Ello significaría que en regímenes de bienestar que cuentan con una protec-
ción social poco flexible, pero profundamente fragmentada, la inseguridad e 
inestabilidad en el trabajo podrían ser no solo crecientes, sino también más 
estructurales (Drolas, Montes Cató y Picchetti, 2005).

A partir de lo anterior podría decirse que México presenta un patrón de 
adaptación para la protección social de sus trabajadores. Esto es, un patrón 
en el cual los diseños institucionales del mercado de trabajo reproducen y se 
adaptan a las desigualdades históricas relacionadas con la heterogeneidad 
estructural y productiva de este país. De allí la complejidad insistente en el 
vínculo entre regulación institucional y funcionamiento del mercado de tra-
bajo. No solo el funcionamiento del mercado no es autónomo de su marco 
regulatorio, sino que tampoco el diseño institucional es indepediente de la 
realidad sobre la que opera o intenta regular. Ante una situación de desem-
pleo masivo o de informalidad generalizada, por ejemplo, la capacidad de 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2018. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en: https://goo.gl/TPY3Nx



FIORELLA MANCINI96

tutela del derecho al trabajo queda profundamente limitada. Cuando un 
trabajador acepta “cualquier” salario, cuando trabaja más de 45 horas a la 
semana, cuando queda atrapado por su trabajo, aunque la ley “diga otra 
cosa” es la realidad la que se está imponiendo a las instituciones del derecho 
al trabajo, es el funcionamiento del propio mercado el que está influyendo 
en la efectividad de su regulación institucional.

En cualquier caso, la combinación entre diseños institucionales y fun-
cionamiento de los mercados laborales no es directa ni lineal. Los diseños 
institucionales que regulan los mercados laborales son construcciones his-
tóricas que, a su vez, se encuentran anclados en regímenes de bienestar 
nacionales y específicos. Cada sociedad, finalmente, decide y reproduce el 
régimen de bienestar que es más coherente con su sistema de valores, con su 
organización política y con su especialización económica (Boyer, 2006). De 
allí que lo concerniente a su funcionamiento devenga necesariamente una 
pregunta empírica de investigación (Atkinson, 1999; Tachibanaki, 2000).
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